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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.

1.  Estado.

· Real Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo  (BOE 13-IV-2010). 

· Orden EHA/877/2010, de 7 de abril, sobre índices de precios de mano de obra y materiales correspondientes a los meses de julio, agosto y septiembre de 2009 aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas  (BOE 12-IV-2010). 

· Ley 6/2010, de 24 de marzo, de modificación del texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero  (BOE 25-III-2010). 

2.  Comunidades Autónomas.

D)
Andalucía
· Orden de 8 de marzo de 2010, por la que se aprueba el Pliego-Tipo de Cláusulas Administrativas Particulares para la regulación de contratos de gestión de servicios públicos por concierto, mediante procedimiento negociado, para la prestación de asistencia sanitaria por centros hospitalarios homologados  (BOJA 16-IV-2010). 

K)
Castilla La Mancha
· Resolución de 05/05/2010, de la Vicepresidencia y Consejería de Economía y Hacienda, por la que se ordena la publicación del Acuerdo del Consejo de Gobierno por el que se aprueba el modelo de Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares relativo al contrato de obras, procedimiento abierto, a aplicar en el ámbito de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, sus organismos autónomos y entidades de derecho público dependientes que tengan la consideración de Administraciones Públicas  (DOCM 11-V-2010).

II.   NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.

Los siguientes comentarios jurisprudenciales versan sobre Sentencias dictadas por el TS y por las consideradas de interés entre las dictadas por los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas, en el intervalo temporal de 15 de febrero de 2010 (última fecha a la que hacia referencia el anterior informe)  a 30 de abril de 2010 recogidas en el repertorio de jurisprudencia de ARANZADI.

2.   Tribunal Supremo

- Sentencia de 16 de febrero de 2010. (JUR/2010/95987). Criterios de adjudicación. Valoración de la experiencia. Vulneración de los principios de libre competencia y de igualdad de oportunidades

Dictada en recurso de casación interpuesto en relación con la STSJ de Castilla-La Mancha que desestimó un recurso contencioso administrativo interpuesto por una mercantil contra la resolución de la Consejería de Agricultura de la Junta de Comunidades que desestimó el recurso de alzada contra una anterior resolución que había anunciado la licitación por el sistema de concurso del servicio para la aplicación de productos fitosanitarios en la campaña contra la mosca del olivo y los pliegos de cláusulas administrativas particulares, así como la resolución por la que se hizo público la adjudicación.

La cuestión controvertida radica en la disconformidad de la recurrente con los criterios de adjudicación establecidos por la Administración, por supuesta vulneración del principio de publicidad, de libre competencia y de igualdad de oportunidades. En el pliego de condiciones regulador de la mencionada licitación se establecían como criterios básicos, a) el conocimiento del territorio por parte de los pilotos de las empresas que debían intervenir en el tratamiento fitosanitario; b) número de aeronaves; c) grado de incumplimiento de los compromisos en otros procesos selectivos. 

La Sentencia analiza los criterios de adjudicación utilizados:

a.- Conocimiento del territorio. Supone una contravención del principio de libre competencia en la contratación administrativa. Se exige una experiencia inadecuada e innecesaria para la prestación del servicio, dado que la técnica de navegación habitualmente utilizada en el fumigación es la navegación visual, que es un método de navegación muy elemental, sin que la exigencia impuesta por la cláusula represente una objetiva mejora sino más bien la atribución de una injustificada posición de ventaja.

La valoración de la experiencia supone la contravención del principio de libre competencia en la contratación administrativa esencial en nuestro ordenamiento. Si el criterio de la experiencia está en contradicción con las directrices de la normativa de la Comunidad Europea resulta indiscutible, que no podrá ser consignada en los Pliegos de condiciones particulares, tal y como ha manifestado en reiterada jurisprudencia que pasa a reseñar.

b.- Prestaciones complementarias, mayor numero de aeronaves que disponga cada empresa, y grado del incumplimiento de compromisos anteriores en otros procedimientos selectivos: Carece de sentido ofrecer más avionetas que las necesarias previamente exigidas en las bases de la convocatoria para la aplicación de los productos fitosanitarios en una concreta campaña contra la mosca del olivo, pues se cercena el principio de igualdad de oportunidades. Respecto del incumplimiento de compromisos anteriores, puede argumentarse de idéntico tenor, porque con ella se está sancionando a aquellos licitadores que no están incurso en ninguna de las causas de prohibición para contratar con la Administración.

Como consecuencia de ello, el Tribunal estima parcialmente el recurso interpuesto por la mercantil, y declara nula la resolución de la Junta de Comunidades que desestimó el recurso de reposición interpuesto por aquella contra una resolución por la que se anunciaba la licitación por el sistema de concurso y los pliegos de condiciones administrativas particulares, así como la resolución de la Consejería de Agricultura por la que se hizo publica la adjudicación definitiva del concurso.

3. Tribunales Superiores de Justicia

E)  Asturias
- ST 139/2010, de 22 de febrero (JUR/2010/155750). Revisión de precios. Determinación de la base de cálculo de la misma. Versan sobre idénticas cuestiones las Sentencias 138/2010, de 22 de febrero ( JUR/2010/145836), 140/2010, de 22 de febrero (JUR/2010/145913), 141/2010, de 22 de febrero (JUR/2010/145915), 194/2010, de 25 de febrero (JUR/2010/145222)

Recaída en recurso contencioso administrativo interpuesto contra resolución de la Confederación Hidrográfica del Norte que desestimó recurso de reposición interpuesto contra la certificación numero 39 girada por la Confederación a la sociedad recurrente.

La cuestión controvertida consiste en determinar si para la revisión de precios la base del cálculo de la misma debe tener en cuenta únicamente el importe de ejecución material, sin incluir gastos generales ni el Beneficio Industrial o por el contrario se deben incluir estos conceptos. 

La Confederación Hidrográfica del Norte, a favor de la primera opción, argumenta que tanto el TS como la AN, en su jurisprudencia, han establecido que la Tasa por Dirección e Inspección de Obras debía calcularse tomando como base imponible el importe de la ejecución de la obra sin incluir en ella el importe de la revisión de precios, para evitar la doble imposición dado que entre los cuatro hechos imponibles diferentes de la misma se encuentra la revisión de  precios en si misma considerada.

El TSJ rechaza dicha argumentación al considerar que la determinación de los conceptos que deben entrar en el cálculo de la base imponible de la tasa no puede ser elemento que sirva para determinar el modo en que han de determinarse qué conceptos han de tomarse en consideración para aplicar fórmulas de revisión de precios.

Para el calcular el importe sobre el que ha de aplicarse la fórmula de revisión prevista en cada supuesto, ha de atenderse a la LCSP y artículos vigentes del TRLCAP y del RGCAP.

De conformidad con los artículos 103 y ss TRLCAP y 80 de la LCSP, el coeficiente proporcionado por las fórmulas para la revisión de precios se aplicará a los importes líquidos de las prestaciones realizadas que tengan derecho a revisión a los efectos de calcular el  precio a satisfacer. 

La cuestión radica en determinar qué entiende la Ley por “importes líquidos de las prestaciones realizadas”: Para el Tribunal lo será el coste de la ejecución de la prestación en que consiste el objeto del contrato, debiendo entenderse por coste líquido el que considera también los gastos generales o de estructura. Si una cantidad liquida lo es cuando está debidamente cuantificada en la moneda en que deba realizarse el pago y la deuda derivada de la certificación lo es desde que se ha calculado su importe en la cuantía que debe percibir el contratista, cuando proceda la revisión de precios deberá tomarse en consideración el coste de ejecución material reducido en el porcentaje de baja, y los conceptos previstos en el articulo 131.1 del RGCAP.    

G)   La Rioja

- ST. 137/2010, de 11 de marzo. (JUR/2010/164820). No sujeción de las juntas de compensación a las normas aplicables a la contratación pública.

Recaída en recurso de apelación interpuesto contra sentencia dictada por el Juzgado de lo contencioso administrativo de Logroño que estimaba parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto contra la resolución de aprobación definitiva del Proyecto de Estatutos y Bases de Actuación de la Junta de Compensación del polígono II del Plan Parcial Valle San Gregorio, declarando la nulidad de la base 6, que establecía que el procedimiento de contratación podría verificarse por adjudicación directa o negociada o mediante procedimientos concursales, por ser contraria a Derecho.

La Sentencia de instancia consideraba que la referida base sexta resultaba contraria al derecho comunitario al permitir la adjudicación directa o negociada de la obra urbanizadora, por ser ésta de carácter publico, sin seguir las reglas de publicidad definidas por la normativa comunitaria sobre contratación pública, cuando el importe de la obra supere determinados umbrales, como en el supuesto enjuiciado. Es decir consideraba que las juntas de compensación estaban sujetas a la publicidad impuesta por la Directiva 93/37/CE, posteriormente derogada por la Directiva 2004/17/CE.

El TSJ, tras caracterizar a las juntas de compensación como un caso típico de autoadministración, en base a lo dispuesto en la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio de La Rioja y en el Reglamento de Gestión Urbanística, las define como un sistema de actuación privada, a las que la ley les reconoce determinadas prerrogativas administrativas y afirma que la legislación anteriormente mencionada no exige que la contratación que puedan efectuar deba observar las disposiciones aplicables a la contratación pública.

Las Juntas de compensación no pueden ser consideradas poderes adjudicadores de los contemplados en el artículo 1 de la Directiva 93/37/CEE, ni como concesionarias de obras públicas. Si bien es cierto que la ejecución del planeamiento es en nuestro ordenamiento una función pública, desarrollada en el sistema de compensación por los propios interesados en virtud de una delegación que hace de la Junta un agente descentralizado de la Administración de naturaleza administrativa, ello no conlleva que toda su actuación esté sometida al Derecho Administrativo. En consecuencia las Juntas de compensación pueden legalmente contratar la ejecución de obras de urbanización con terceros según el derecho privado, pues ello no forma parte del ámbito de intervención y control que a la Administración le corresponde en el desarrollo de la ejecución del planeamiento.

Por ello el TSJ revoca la sentencia recurrida y desestima el recurso contencioso administrativo interpuesto en su día.


N)   Extremadura

- ST. 201/2010, de 9 de marzo (JUR/2010/143924). Incumplimiento. Imposición de penalidad.

Dictada con motivo de recurso contencioso administrativo interpuesto por una mercantil contra resolución de la Consejería de Educación de la Junta de Extremadura relativa a expediente de imposición de penalidades a la recurrente.

Ha quedado acreditado en el proceso que se produjo un cambio en los autocares titulares y suplentes previstos, lo que de conformidad con el pliego de condiciones supone un incumplimiento y la posibilidad de imposición de penalidad. Frente a la alegación de la recurrente por la que el cambio se debió a circunstancias existentes, conocidas y asumidas por la Administración, el TSJ en aplicación del articulo 217 LEC considera que la carga de la prueba corresponde a la recurrente, y que ésta nada ha acreditado al respecto. No existe en el expediente constancia de solicitud escrita de cambio ni de consentimiento escrito, tal y como se deduce se actuó en ocasiones anteriores. Por ello la imposición de penalidad es acorde a lo pactado.

Respecto de la devolución de la garantía y la liquidación final, el TSJ no se acoge a la teoría de los actos propios, como ha hecho en otras ocasiones, porque en esta circunstancia la penalidad se ha impuesto antes de la liquidación. La devolución sin descuento es un mero “error”contable que no trastoca la voluntad del contratista.

Ñ)   Islas Baleares
- ST. 171/2010, de 4 de marzo ( JUR/2010/144287).Abono de intereses de demora en el pago de certificaciones. Anatocismo. Versan sobre idénticas cuestiones las Sentencias 166/2010, de 2 de mayo )JUR/2010/144670) y 167/2010, de 2 de marzo (JUR/2010/144669).

Dictada en recurso contencioso administrativo interpuesto por una mercantil contratista contra la desestimación presunta de la reclamación formulada ante la Consejería de Vivienda y Obras Públicas, interesando el pago de 131.346,55 euros, en concepto de intereses de demora producida en el abono de una serie de certificaciones de obra dentro del contrato de ejecución de las obras “Proyecto de construcción y obras de acceso al Puerto de Soller”, así como el abono de los intereses legales derivados de los intereses vencidos. Con motivo de la presentación del escrito de demanda la mercantil recurrente reduce la cantidad reclamada a 113.583,78 euros al asumir las tesis del Jefe de los Servicios Jurídicos obrante en el expediente por el que las partidas correspondientes al IVA no generan intereses.

La cuestión controvertida consiste en la determinación de las cantidades adeudadas a la  mercantil recurrente respecto de los intereses moratorios por el pago tardío de una serie de certificaciones.

La Sala parte de la distinción entre las certificaciones de obra, que corresponde realizar a la Administración contratante y las facturas elaboradas por el contratista. De conformidad con el articulo 99.4 TRLCAP el dies a quo para la fijación del cómputo de intereses de demora debe se sitúa a los dos meses de la fecha en que la certificación se emitió, o debió emitirse, por la Administración. 

Con respecto al abono de los intereses legales de los intereses vencidos desde que son judicialmente reclamados hasta su completo pago, una vez expuestos los requisitos de liquidez de la deuda manifestados en reiterada jurisprudencia del TS ( por todas, STS. de 29 de octubre de 1999 y de 16 de mayo de 2001), la Sala considera que la mercantil actora ha mostrado su conformidad con la liquidación de intereses que la CAIB  efectuó en el expediente administrativo, por lo que la cantidad reclamada era liquida produciéndose con ello los requisitos del anatocismo. 

Q)  Castilla y León
- ST 602/2010, de 9 de marzo (JUR/2010/154411). Omisión de dictamen preceptivo del Consejo Consultivo autonómico. No retroacción de las actuaciones.

Dictada en recurso de apelación interpuesto contra la Sentencia del Juzgado de lo contencioso administrativo de León que estimó parcialmente un recurso contencioso administrativo interpuesto contra los acuerdos del Ayuntamiento de Riaño por los que se acuerda rescindir el contrato de gestión del camping municipal y liquidar la deuda pendiente de la entidad concesionaria. El recurrente pretendía la nulidad de ambos acuerdos  y la retroacción de las actuaciones al momento de emisión de los informes de Secretaria e Intervención y del Consejo Consultivo de Castilla y León.

La Sentencia de instancia aprecia la omisión de un dictamen preceptivo del Consejo Consultivo autonómico. El apelante considera que la resolución judicial comete un error en la determinación del objeto del recurso contencioso administrativo: Para la sentencia, el objeto del recurso son los actos locales que resuelven el contrato de gestión por causa imputable a la contratista y para el apelante, los actos municipales en la medida en que desestiman su pedimento de resolución por incumplimiento imputable al Ayuntamiento demandado, omitiéndose con ello la retroacción de las actuaciones.

El TSJ no comparte la visión del apelante porque del expediente administrativo se desprende que la resolución contractual obedeció únicamente a la falta de prestación del servicio durante el periodo acordado. La resolución administrativa inicialmente recurrida no entra a considerar la solicitud del contratista de resolución del contrato por incumplimiento de la corporación local, sino que aprecia otra causa resolutoria y actúa en consecuencia. 


Apreciada la falta de un tramite esencial en el expediente de resolución del contrato, el preceptivo dictamen del Consejo Consultivo autonómico, su lógica consecuencia es la nulidad absoluta de los actos locales recurridos, no compatible con la retroacción de las actuaciones, que tiene como ámbito propio el de los vicios formales constitutivos de anulabilidad ex. Articulo 63.2 LPAC, máxime en el supuesto que nos ocupa en el que no existió un verdadero expediente de resolución contractual.

III.   OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES.

1.  Informes y Dictámenes de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Economía y Hacienda.

· Informe 25/09, de 1 de febrero de 2010. "Extensión de la prohibición de contratar declarada a una empresa a las restantes que integran un grupo".

· Informe 26/09, de 1 de febrero de 2010. "Exigencia de clasificación en los contratos de servicios cuya prestación tenga por objeto la gestión de servicios sociales. Calificación del contrato".

· Informe 27/09, de 1 de febrero de 2010. "Posibilidad de creación de una central de contratación por parte de una entidad local".

· Informe 28/09, de 1 de febrero de 2010. "Consideraciones sobre la expresión importe de adjudicación a efectos de determinar la base sobre la que establece la garantía definitiva. Órgano proponente del contrato".

· Informe 32/09, de 1 de febrero de 2010. "Valor del contrato que determina la exigencia de clasificación en los contratos de obras".

· Informe 33/09, de 1 de febrero de 2010. "Contratos menores. Participación en un procedimiento negociado sin publicidad. Impugnación de la adjudicación".

· Informe 35/09, de 1 de febrero de 2010. "Incompatibilidad de concejales".

· Informe 36/09, de 1 de febrero de 2010. "Consideraciones sobre el efecto de la retirada de la oferta antes de que se adjudique el contrato".

· Informe 37/09, de 1 de febrero de 2010. "Aplicación a las sociedades en que participen los concejales y miembros no electos de la Junta de Gobierno Local de las prohibiciones para contratar previstas en la Ley 5/2006, de 10 de abril, de Regulación de los Conflictos de Intereses de los Miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado".

· Informe 38/09, de 1 de febrero de 2010. "Régimen de aplicación de la tramitación del procedimiento de adjudicación de los contratos de las reglas derivadas de la concesión de subvenciones".

· Informe 40/09, de 1 de febrero de 2010. "Calificación de un contrato cuyo objeto es el acceso a bases de datos y consideración de estar sujeto a regulación armonizada".

· Informe 41/09, de 1 de febrero de 2010. "Calificación de una cesión de uso de plazas de aparcamiento de propiedad municipal".

· Informe 45/09, de 1 de febrero de 2010. "Aplicación de las normas reguladoras de la contratación pública a la adquisición de un objeto calificable como obra artística".

· Informe 47/09, de 1 de febrero de 2010. "Competencia de la Junta Consultiva. Régimen de la subsanación de defectos u omisiones en el examen de la documentación acreditativa de las empresas candidatas a la adjudicación de un contrato".

· Informe 48/09, de 1 de febrero de 2010. "Procedimiento negociado. Determinación de los aspectos que serán objeto de negociación y de los criterios de adjudicación que se servirán de base para la adjudicación del contrato".

· Informe 51/09, de 1 de febrero de 2010. "Exigencia de clasificación en los contratos de servicios cuya prestación tenga por objeto la gestión de servicios sociales. Calificación del contrato".

· Informe 55/09, de 1 de febrero de 2010. "Valor jurídico de la notificación de la resolución de adjudicación provisional al adjudicatario. Efecto de la ausencia de constitución de la garantía definitiva".

· Informe 56/09, de 1 de febrero de 2010. "Límite temporal de los contratos de arrendamiento financiero de inmuebles en las Corporaciones locales".

· Informe 57/09, de 1 de febrero de 2010. "Licitación conjunta de un proyecto global o desglose del mismo en varios contratos".

· Informe 44/09, de 26 de febrero de 2010. "Aplicación de la Ley de contratos del sector público a las Juntas de Compensación urbanísticas". 

· Informe 46/09, de 26 de febrero de 2010. "Confidencialidad de la documentación aportada por los licitadores". 

· Informe 49/09, de 26 de febrero de 2010. "Calificación de un contrato cuyo  objeto es la construcción dentro de un bien de dominio público de las instalaciones precisas para explotar un servicio de hostelería. Cesión del contrato. Régimen transitorio". 

· Informe 52/09, de 26 de febrero de 2010. "Ámbito y exclusiones de los contratos de servicios. Posibilidad de que el precio del contrato consista únicamente en un porcentaje sobre los rendimientos obtenidos". 

· Informe 53/09, de 26 de febrero de 2010. "Aplicación del contrato de colaboración público privada y requisito básico para su aplicación a justificar". 

· Informe 58/09, de 26 de febrero de 2010. "Obligación de subrogarse en las relaciones laborales preexistentes". 

· Informe 59/09, de 26 de febrero de 2010. "Posibilidad de incluir en los pliegos criterios de adjudicación consistentes en la valoración de mejoras consistentes en la ejecución de obras accesorias sin coste para el órgano de contratación".

· Informe 61/09, de 26 de febrero de 2010. "Función y relación de una empresa mixta creada para la gestión de un servicio público. Actividades no encomendadas a la empresa que no constituyen su objeto".

· Informe 62/09, de 26 de febrero de 2010. "Incompatibilidad de concejales en contratos patrimoniales".

· Informe 64/09, de 26 de febrero de 2010. "Calificación de un contrato cuyo objeto es salvamento y socorrismo en las playas del término municipal. Distinción de las concesiones de servicios".

2.  Informes de las Juntas Consultivas de las Comunidades Autónomas.

B)
Cataluña


Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 3/2010, de  26 de marzo, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.  Determinación de los recursos que procede interponer contra los actos de adjudicación provisional y definitiva adoptados por las administraciones públicas en los contratos no incluidos en el ámbito de aplicación del artículo 37 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.

· Informe 4/2010, de  26 de marzo, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.  Posibilidad que el Consorci Agencia de Ecologia Urbana de Barcelona concurra en licitaciones públicas convocadas por otras administraciones públicas.

· Informe 5/2010, de  30 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.  Posibilidad de excluir de los procedimientos de licitación las empresas que no se han adaptado a la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, y que licitadores que no sean sociedades profesionales puedan participar en licitaciones de contratos que tengan por objeto una actividad profesional.

D)
Andalucía

Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 20/2009, de 5 de febrero, sobre contratación de los suministros de materiales y de servicios en la ejecución de obras por la Administración. 

· Informe 4/2010, sobre la posibilidad de contemplar en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares la obligación del contratista de asumir la diferencia en el incremento del tipo impositivo del IVA.

I)
Comunidad Valenciana

Órgano:   Junta Superior de Contratación Administrativa.

· Informe 10/2009, de fecha 18 de febrero de 2010. Consorcio de gestión del Centro de Artesanía de la Comunitat Valenciana. Su consideración de administración pública a los efectos de la Ley de Contratos del Sector Público.

J)
Aragón

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 3/2010, de 17 de marzo de 2010, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón.  Manual de instrucciones en materia de contratación de la Agencia de Calidad y Prospectiva Universitaria de Aragón.

· Informe 4/2010, de 14 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón.   Modelo tipo de Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares aplicable a los contratos de gestión de servicios públicos para la prestación de asistencia sanitaria en la Comunidad Autónoma de Aragón, a adjudicar por procedimiento negociado sin publicidad derivado del Contrato Marco de gestión de servicio público, modalidad concierto para la realización de procedimientos quirúrgicos en la Comunidad Autónoma de Aragón. 

· Informe 5/2010, de 14 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón.   Forma y procedimiento de adhesión de las entidades locales de la provincia de Huesca a un acuerdo marco de su Diputación Provincial para la contratación del suministro de energía eléctrica.  

L)
Canarias

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 2/2010,  de 25 de febrero, sobre  procedimiento para la contratación conjunta de redacción de proyecto y ejecución de obra.  [Grupo 21.2] 

· Informe 3/2010, de 25 de febrero, sobre efectos de la revisión de clasificación de una empresa adjudicataria de un contrato, y, en su caso, de la declaración de prohibición para contratar. [Grupos 6.1 y 7]

· Informe 4/2010, de 25 de marzo, sobre cómo debe determinarse la relación entre el objeto social de las empresas y el objeto del contrato a licitar, y sobre si cabe una interpretación extensiva del contenido de los epígrafes del Impuesto de Actividades Económicas en relación con el objeto del contrato a licitar. [Grupos 7 y 18]

M)
Navarra
· Informe 1/2010, de la Junta de Contratación Pública de Navarra, sobre el arrendamiento como forma de gestión de servicio público.

P)
Madrid

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 1/2010, de 11 marzo, sobre la valoración de mejoras al estudio de seguridad y salud en contratos de obras.

· Acuerdo 5/2010, de 1 de junio, por el que la Comisión Permanente queda enterada de la adaptación de los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares informados por la Junta Consultiva.

3.  Dictámenes de los Consejos Consultivos de las Comunidades Autónomas.

E)
Consejo Consultivo del Principado de Asturias
· Dictamen 93/2010, de 25 de marzo.  Resolución de los contratos de transporte escolar lotes …, para los cursos académicos 2008/2009 a 2011/2012, adjudicados a la empresa 

· Dictamen 98/2010, de 8 de abril.  Interpretación del contrato de gestión del servicio público de transporte urbano colectivo de viajeros de Oviedo.

· Dictamen 109/2010, de 29 de abril.  Revisión de oficio del Acuerdo de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Oviedo por el que se aprobaron definitivamente el convenio urbanístico (…) y el Proyecto de compensación de la Unidad de Gestión Ería II-B.

I)
Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana

· Dictamen 199/2010, de 11 de marzo de 2010, Proyecto de Decreto, del Consell, por el que se establecen las condiciones técnicas y normativas para la expedición de facturas electrónicas cuyos destinatarios sean la Administración de la Generalitat y las Entidades públicas vinculadas o dependientes de la misma.

· Dictamen 330/2010, de 22 de abril de 2010, Consulta facultativa de Ayuntamiento sobre concesión administrativa para la proyección, construcción y explotación de aparcamientos públicos.

L)
Consejo Consultivo de Canarias
· Dictamen 165/2010 - (24-03-2010).  Dictamen solicitado por el Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Arucas en relación con la Propuesta de Resolución por la que se acuerda la resolución del contrato administrativo de Servicio de Recogida de Residuos Sólidos Urbanos y Limpieza Viaria, suscrito con la empresa R., S.L..

· Dictamen 174/2010 - (24-03-2010).  Dictamen solicitado por el Excmo. Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife en relación con la Propuesta de Resolución por la que se acuerda el rescate de la concesión administrativa de la explotación comercial del Kiosco-Bar L.P., sito en la Alameda del Duque de Santa Elena, cuya titularidad la ostenta la entidad mercantil M.S., S.L. y que fue suspendida por Acuerdo de la Junta de Gobierno del Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife de fecha 17 de abril de 2006, acortándose el plazo de vigencia de la misma en un total de nueve meses y once días.

· Dictamen 209/2010 - (14-04-2010).  Dictamen solicitado por el Excmo. Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife en relación con la Propuesta de Resolución por la que se acuerda la extinción de una concesión cedida a la entidad mercantil S.T., S.L., sin derecho a indemnización, como consecuencia de una infracción administrativa muy grave.

· Dictamen 283/2010 - (06-05-2010).   Dictamen solicitado por el Excmo. Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Puerto de La Cruz en relación con la Propuesta de Acuerdo por la que se acuerda la culminación del procedimiento de revisión de oficio tramitado para la declaración de nulidad del contrato de limpieza del Complejo Turístico Municipal Costa Martiánez.

· Dictamen 304/2010 - (12-05-2010).  Dictamen solicitado por el Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Santa Lucía de Tirajana en relación con la Propuesta de Resolución por la que se acuerda la resolución del contrato de la obra denominada “Mejora de infraestructuras de los Centros Educativos de Infantil y Primaria CEIP Balos, CEIP Tagoror, CEIP Santa Lucía, CEIP Tamarán, CEIP Tinguaro” suscrito por el citado Ayuntamiento con la empresa C.M.I.C., S.A.

· Dictamen 312/2010 - (12-05-2010).  Dictamen solicitado por la Excma. Sra. Consejera de Turismo en relación con la Propuesta de Resolución por la que se acuerda la nulidad del contrato administrativo relativo a diversas inserciones publicitarias efectuadas por la entidad C.I.P., S.L.

M)
Consejo de Navarra
· Dictamen 7/2010, de 15 de marzo.  Dictamen: 7/2010, de 15 de marzo Resolución del contrato de los servicios de seguridad y vigilancia de centros dependientes del Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea.

· Dictamen 11/2010, de 15 de marzo.  Revisión de oficio de acuerdo municipal de cesión gratuita del uso del campo de fútbol a un club deportivo.

· Dictamen 15/2010, de 12 de abril.  Recurso de revisión interpuesto frente a la Resolución 55/2009, de 1 de octubre, de la Alcaldía del Ayuntamiento del Valle de Juslapeña, de contratación de Secretario-Interventor.

N)
Consejo Consultivo de Extremadura
· Dictamen  78/2010.  Resolución de contrato de transporte escolar correspondiente a la ruta CC-033, suscrita con la empresa "X".

· Dictamen  4/2010.  Resolución de contrato de transporte escolar correspondiente a la ruta BA-331, suscrita con la empresa X.

· Dictamen  3/2010.  Resolución de contrato de transporte escolar correspondiente a la ruta CC-253, suscrita con la empresa Ernesto Juan.

· Dictamen  2/2010.  Resolución de contrato de transporte escolar correspondiente a la ruta CC-459, suscrita con la empresa X.

P)
Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid 
· Dictamen 94/2010 (07-04-2010) de la Comisión Permanente del Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid, emitido por unanimidad, en su sesión de 7 de abril de 2010, en relación con expediente sobre imposición de penalización por demora en ejecución de contrato Centro Comercial Torrijos, a la empresa A.

· Dictamen 109/2010 (21-04-2010) de la Comisión Permanente del Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid, sobre consulta formulada por la Alcaldesa del Ayuntamiento de Alpedrete, en relación con expediente sobre resolución del contrato de suministros de equipos de control de acceso, suscrito con la empresa A.

· Dictamen 110/2010 (21-04-2010) de la Comisión Permanente del Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid, sobre consulta formulada por el Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Parla, en relación con expediente sobre resolución del contrato de derecho de superficie sobre la parcela aaa del plan parcial 4-bis “Residencial Este” a la entidad A.

· Dictamen 111/2010 (21-04-2010) de la Comisión Permanente del Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid, sobre consulta formulada por el Alcalde de Estremera, sobre resolución del contrato para la construcción de la casa de los niños de Estremera.

· Dictamen 113/2010 (28-04-2010) de la Comisión Permanente del Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid, sobre consulta formulada por la Alcaldesa-Presidenta del Ayuntamiento de Quijorna, sobre interpretación del contrato de servicio de limpieza viaria en relación con el requerimiento a la contratista de las operaciones de mantenimiento para que una de las barrederas asignadas al servicio funcione correctamente.

Q)
Consejo Consultivo de Castilla y León
· Dictamen 1456/2009.  Expediente relativo al modificado 2º del expediente de contratación para la ejecución de las obras para la construcción de un edificio para ubicar sede en ciudad. 

· Dictamen 32/2010.  Expediente relativo a la resolución del contrato suscrito entre Ayuntamiento y empresa, para la ejecución de las obras de construcción de una guardería infantil.  

· Dictamen 46/2010.  Expediente relativo a la resolución del contrato suscrito entre Ayuntamiento y empresa, para la explotación en exclusiva de la publicidad exterior en los autobuses urbanos durante el periodo 2005-2006.  

· Dictamen 50/2010.  Expediente relativo a la resolución del contrato suscrito entre Universidad y Unión Temporal de Empresas, para la construcción de un edificio para aulario biblioteca científico-técnica en el Campus.  

· Dictamen 900/2010.  Expediente relativo a la resolución del contrato de obras suscrito entre la Consejería de Agricultura y Ganadería de la Junta de Castilla y León y la Unión Temporal de Empresas, para la ejecución del edificio para la Unidad de Desarrollo Agrario y Unidad Veterinaria.    

4.  Noticia de interés

Afección a los contratos públicos del cambio de tipo impositivo del IVA

De acuerdo con lo establecido en el artículo 79, apartado uno, de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, el próximo 1 de julio, el tipo impositivo general del IVA pasará del 16 % al 18 %, y el tipo impositivo reducido se incrementará del 7 % al 8 %. La Dirección General de Tributos (DGT), en respuesta a varias consultas formuladas, ha emitido los siguientes criterios en relación con los los efectos que dicha variación legal provocará en el devengo del IVA en los contratos públicos: (Referencias de las consultas: V0602-10 de 26 de marzo de 2010, y V1056-10 y V1057-10, ambas de 19 de mayo de 2010):

En el caso de prestaciones de servicios de arrendamiento, de suministros y, en general, de servicios de tracto sucesivo o continuado, la DGT considera que el devengo del impuesto se produce en el momento en que resulte exigible el precio que comprenda cada percepción, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75.Uno.7º de la Ley 37/1992.  EJEMPLO: Facturas de teléfono o electricidad correspondientes al mes de junio pero cuyo pago es exigible a partir del mes de julio: IVA 18%.

Para los pagos a cuenta o anticipos por futuras entregas de bienes y/o prestaciones de servicios, señalando a este respecto que el Impuesto se devengará en el momento del cobro total o parcial del precio por los importes efectivamente percibidos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75.Dos de la Ley 37/1992.  EJEMPLO: anticipos o pagos a cuenta que hayan de cobrarse antes del 1 de julio, aunque la entrega del bien o la prestación del servicio tenga lugar con posterioridad, IVA 16% 

Para los contratos de obras: Para este tipo de contratos, el artículo 75 de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido uno, número 2º, bis establece que el devengo del impuesto se producirá, cuando se trate de ejecuciones de obra, con o sin aportación de materiales, cuyas destinatarias sean las Administraciones públicas, en el momento de su recepción. No obstante, el apartado dos de ese mismo precepto indica que “No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en las operaciones sujetas a gravamen que originen pagos anticipados anteriores a la realización del hecho imponible el Impuesto se devengará en el momento del cobro total o parcial del precio por los importes efectivamente percibidos”.  En aplicación de tales preceptos:

1º. Se aplicará el tipo impositivo del 16 por ciento a las certificaciones de obras que no hayan sido objeto de recepción pero cuyo pago efectivo se produzca con anterioridad al 1 de julio de 2010.

2º. Se aplicará el tipo impositivo del 16 por ciento a las certificaciones finales, ya sean totales o parciales, que documenten obras que hayan sido objeto de recepción con anterioridad al 1 de julio de 2010, aun cuando su pago se produzca con posterioridad a dicha fecha. 

3º. Se aplicará el tipo impositivo del 18 por ciento a las certificaciones correspondientes a obras que sean objeto de recepción con posterioridad al 30 de junio de 2010, salvo que su importe se abone anticipadamente antes de esa fecha. 

4º. La factura que se expida como consecuencia de la recepción de una obra certificada total o parcialmente o bien por el abono de un pago anticipado, deberá incluir el tipo impositivo aplicable en función de los criterios de devengo señalados, sin que sea procedente expedir factura rectificativa cuando para una misma obra una parte se grave al 16 por ciento y otra al 18 como consecuencia de la aplicación de los mismos. 

No obstante, en el supuesto de que se hubiera expedido una factura en la que se repercuta un tipo impositivo distinto al que corresponda, por una aplicación incorrecta de las reglas de devengo del Impuesto sobre el Valor Añadido, se deberá expedir una factura rectificativa aplicando el tipo correcto y ajustada a los requisitos regulados en el artículo 13 del Reglamento de por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre (BOE del 29).

Consultas a la Dirección General de Tributos 

· Consulta nº V0602-10, de la SG de Impuestos sobre el Consumo  (26/03/2010). Cuestión planteada:  Devengo del Impuesto y tipo impositivo aplicable cuando, entre el momento de formular las ofertas y el de realización de las operaciones, tenga lugar una variación de los tipos impositivos. 
· Consulta nº V1056-10, de la SG de Impuestos sobre el Consumo  (19/05/2010).  Cuestión planteada:  Devengo y tipo impositivo aplicable cuando se produce una variación de los tipos impositivos.
· Consulta nº V1057-10, de la SG de Impuestos sobre el Consumo  (19/05/2010) Cuestión planteada: Tipo impositivo aplicable a las citadas certificaciones cuando tiene lugar variación legal de los mismos.
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